
Concepto de deuda tributaria 

La deuda lribularia eSlá foonada. do.: 
confonnidad con el Art . 58 L.O.T., por: 

• La cuota tributaria. 

• Los pagos ¡¡ cuenta o ingresos anti­
cipados (que en la liquidación de un tri­
bUlo serán deducibles de la cuola). for­
mados por: 

- Las retenciones efectuadas o que 
se hubieran debido efectuar sobre los 
rCI1(I i l11 1CI1103 monetarios sat isfechos. 

- Los ingresos a cllcnla, asimilables 
a las retenciones. sobre los rendi­
mientos satisfechos en especie. 

- Los pagos fraccionados que debo.: 
satisfacer el propio sujeto pasivo. con 
carácter previo al devengo del im­
pueslo. sobre la base de lo ingresado 
en el ejercicio anterior. 

• Además, en su caso. fonnan pane 
también de la dCLldll lriblLlruia: 

- Los recargos ex igibles legalmente 
sobre las bases o las ClIOI¡¡S, ya seal l 

en favor del Tesoro o de olros entcs 
públicos (por ejemplo, los recargos 
que en base al arto 12 de la L.O.E 
C.A. puedan establecer las C.C.AA; 
el recargo a ruvor de las Diputacio­
nes Provinciales. ele ... ) 

- Los recargos por presentación e in· 
greso e."lem]loráneo de los obligados 
tributarlos. sin haber sido requeridos 
para ello por la Administración tri· 
butaría, de aUloliquidacioncs y de li­
quidaciones de lu citada Administra· 
eión derivadas de declaraciones rea­
Jiwdas po r aquéllos fuera de plazo. 

- El interés de demora: Su devengo 
se prod uce en genera l. desde el dra 
siguiente ¡It que vence el plazo esta­
blecido para el pago de las cl.llllida· 
des adeudadas a la Hacienda Públi­
ca sin que éste se efectúe. La nor· 

mativa tri but ari a prevé entre otros. 
los siguientes supuestos: 

a) Falta de ingreso del importe de 
la deuda al \'eneimienlo del perío­
do establecido (<l rts. 61.2 y 127. J 
L.O.T.). salvo ingreso voluntario)' 
sin requerimiento previo dentro de 
los doce meses siguientes. 

b) Aplazamiento y fraccionamien· 
lo del ingreso de la deuda. 

el Supuesto de la suspensión de la 
ejecución del acto y prórrogas de 
cunlquier ti po. 

d) Ingreso fuera del plazo vol unta· 
rio constiturivo de infracción gr¡¡. 
ve. por el perrodo compre ndi do 
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entre la fina lizac ión del citado pla­
zo y el d ía en que la inspección 
practique la liqu id ación que regu­
larice la sit uac ión tributaria (Art. 
87.2 L.G.T.) 

- El recargo de apremio: Micll l ra.~ que 
el período ejc<:urivo comienza al día 
sigu ien te de finalizar el plazo de in­
greso voluntario el inicio del proce­
dimiento de apremio sucede el día en 
que se noti fica al deudor la providen­
cia de apre mio. 415 cuantías del re­
cargo de apremio son las siguientes: 

a) 20 %: se devenga a l inicio del 
período ejecutivo. 

b) 10%: No obstante haberse de­
vengado (:1 20 % la cuantfa del re­
cargo de apremio se reduce a la 
mitad , si la deuda tri butaria no in­
gresada se satisface ame·s que haya 
sido notificada al deudor la provi­
dencia de apremio 

- Sanciones tribut ari;!S, derivadas de 
infracc iones cOlnetidas. 

2. DIFERENCIA ENTRE 
DEUDA TRffiUTARIA y 
DEUDA QUE NA CE DE 
UN TÍTULO VOLUNTA­
RIO 

Se trata de relacionar en primer lu­
gar la deuda tributaria como deuda Jln­
cida de la ley. en contmposición a deu­
da conlrat;( II:¡] l a cw11 1'f';confWIlr:1 ;¡ 1r:1-

vés de la voluntad de las panes, si, tam­
bién es la ley la que le otorga efi cacia 
juñdica. La primera es una obligación 
de derec ho público, mi elltras que la .~e ­
gunda se encuadra en el derecho pri vn­
do. es dec ir relación entre el Estadocon 
sus admini strados - deuda tributaria -, o 
relación de los particu lares entre sí -
deuda contractual -. 

Así, el princip io de juridicidad. enun­
ciado en el arto 9. 1 C.E. es tablece que l~ 
ci udfldanos y los Poderes Públicos están 
sujetos a la Constitución y al resto dd 

ordenamiento juridico. A su vez el ano 
31 C.E. ordena que todos contribuirán al 
sostenimiento de los ga.~tos públicos de 
acuerdo con su capncidad económic.1. 

La L.OT., tal y como dispone en su 
an. 1 ~ , est.'\blece los principios básicos y 
Ins nomlas fundamentales que constitu­
yen el régimen jurídico del sistema tri­
butario C!lpañol. y así en su arto 2 prevé 
que la facu!t,ld originaria para establecer 
tributos es exc lusiva del Estado y se eje­
cutará a través de ley votada en Cortes. 
Dc esta manera es la Constitución y la 
Ley la que confi gura dclinitivamcnte la 
obligación tributaria sin que la volunt<ld 
del sujeto pasivo pueda de otra fonna 
separarse de la obligación legal. El arto 
36 L.G.T. establece al respecto que la 
!)()sicitl¡1 del slIjelo }JasiWJ y {os demás 
elememos (le la obli¡;ndón IW /)()(Irdn ser 
al/erados por nctos o cOIII'e¡úos de los 
paniculares. nlles aelOs }' com'ellios 110 

sllnirá/J efecto ame la Admil1islradólJ sill 
/mjl/ido de SI/S COllseC/fellcias jl jrídico­
privadas. Si comparamos este art., con 
la fuente de la autonom ía de la \'olunlad, 
sita en e! arto 1255 cee! cUi11 dispone los 
comralmlles podráll establecer los pac­
lOS. cláus/tlas y condiciones que tCl/gOn 
porcollve/Jienlc sicmpre que IIOSemJ COII­

trarios a las leyes, a la //Joral, ,ti al orden 
público podremos observar cómo la ley 
se reserva detenninados objetos j uridico­
sociales, los cuales como Io~ tributos, no 
pueden ser regulados entre particulares, 
dejando uo campo de regulación residual 
muy amplio en el cual los particulares 
pueden modular sus p reten~ioncs colltrac ­

tuales con los únicos límites establecidos 
';11" , '<ll<; ¡'.{,y;JC'::' y uKJlu~"'UJll.l n lO~ WJ! 

obligatorios pard las partes. 

Hl.:mos de concl uir que existe una re­
serva de determinadas materi as, las cua­
les su regulación es exclusiva del Esta­
do, por su importancia básica y general i­
dad, )'otra~ materi a~ donde la le)', tan sólo 
tiene la misión de velar por el buen desa­
rrollo de la relación interpartes, otorgan­
do a ésta lodos los privilegios del orde­
namiento jurídico siempre y cuando se 
configure dentro de unos límites estable­
cidos en la ley. 



3. LA EXTINCIÓN DE LAS 
DEUDAS TRIBUTARIAS: 
PRESCRIPCIÓN y CA· 
DUCIDAD 

La prescripción se caractcriw por la 
inactivicL1d dcl titular del credito durante 
el plazo señalado por la Ley. La prescrip­
ción puede ser interrumpida reiniciándose 
nuevamenteel plazoconcada inlemljx:ión. 

El arto 64 de la L G.T. dispone que 
prescriben a los cinco años los siguien­
tes derechos y acciones, computándose 
dicho plazo qui nquenal desde la fecha 
que se indica, conforme al anículo (,5 
de la L.G.T.: 

a) El derecho de la administración 
para determinar la deuda tributari a me­
diante la oportuna liquidación. desde el 
día en que finalice el plazo reglamenta­
rio pafa presentar la correspondiente 
declaración. 

b) La acción para ex igir el pago de 
las deudas I ributaria~ li quidadas, desde 
la fecha en que finali ce el plazo de pago 
voluntario. 

e) La acción para imponer sanc.:io­
nes triblllarias, desde el momento en que 
se cometieron las respe<:tiva5 infraccio­
nes; )' 

d) El derecho de la devolución de los 
ingresos indebidos desde que se real i­
zaron los mismos. 

La L.G.T. en Sll arto (id regula la 
intemlpción de la prescri pción c . .;1intiva 
de los créditos tribu tarios, establecien­
do que los plazos de prescripción se in­
terrumpen por: 

a") Cualquier acción administrativa. 
realizad a con conoc imiento formal del 
sujeto pasivo. conducente al reconoci­
miento, regulariz:u;ión. inspección, ase­
guramiento. comprobación, liquidación 
y recaudación del impuesto devengado 
por cada hecho imponible. 

b") La interposición de recursos o re­
clamaciones de cualquier clase: y 

c') Cualquier actuación del sujeto 
pasivo conducente al pago de In liqui ­
dación de la deud a. 

Por otra parte, el pl azo de prescrip­
ción del derecho a 111 dcvolución de los 
ingresos indebidos se interrumpirá: 

Por cualquier acto fehaciente del su­
jeto pasi"o que pretenda la devolución 
del ingreso indebido. o 

Por cualq uier acto de la administra­
ción en que se reconozca su ex istenc ia. 

Asf pues . el plazo dc cinco ¡lIios para 
alcanzar la efectividad de la prescrip­
ción tributaria puede interrumpirse por 
las diferentes causas señaladas. De en­
tre ellas, la más conflic tiva qu izá sea la 
anteri ormente citada en a '); esto cs. la 
acción admi nistrativa , lo cual cnlazl.\ con 
la caducidad de la acción. pues en oca­
siones, la inspección ha citado a contri ­
buyentes e iniciado las actuaciones ad­
mini stra tivas. suspendiéndolas a conti­
nuación, al objeto de interrumpir el pe­
ríodo de prescripción de ciuco años y 
volver a abrir un nuevo plazo del mis­
mo número de años. que comenzaría a 
contarse desde el momento de haberse 
recibido la noti ficación de la inspección. 
Un procedimient o cont inuado de la ad­
ministración como el descri to, condu­
ciríaa una situación de inoperancia efec­
tiva de la prescripción. con la consi­
guiente inseguridad jurídica para el con­
tribuyen te. ante e l alargamiento del pe­
ríodo de duración de su situación de in­
certidumbre. en cuan 10 al ejercic io de 
los derechos de la Hacienda Pública. 

Sobre es te particul ar, el Reglamento 
General de Inspección de los Tributos, 
ha significado un importante avance al 
establecer en su arto 3 1. la regla de las 
actuaciones ins pectoras (desde su inicio 
hasta la no li fic<lción de la liqu idación 
resultante. de acuerdo con la STS de27-
2- 1996) se considerarán intemllllpidas 
cuando la suspensión de las mismas se 
prolongue por más de seis meses de for- 13 
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Ola injustinc<tda. En este caso seenlen­
clerá no producida la interrupción del 
cómputo de la prescripción como con­
secllenc ia del inicio de las aC lllflciol1c~ 

(" .\. 3 1.3 y 3 1.4 ,. RGIT) 

A"í plle~ . cll~lndo la in spección cita 
a un contribuyente y dentro eJe las ac­
tuaciones se produce una inlerrupci611 
injusti ficada de la misma de Illás de seis 
meses, es como si 11 0 hubiera existido 
ci lación, y, consecuentemente no hay 
intcnupción de l plazode la prescripción. 

A estos ereclos. para que se consi­
dere justi fi c;lda una suspensión de las 
ac tuaciones inspec to ras, s~ req uiere 
acuerdo del Órgano actuante. adoptado 
por propia iniciativa o como consecuen­
c ia de orden superior escrita y ll1oliva­
el lI , debiendo comunicarse la interrup­
c ión al suj eto pas ivo u obli garlo tribula­
rio para su conoci miento. 

De aClleruo CO II la L.G. T. , C5 nece­
sario que la actuaci611 administrati va 
es té encaminada ti una de terminada fi ­
nalidad ,. conducente al reconocimien­
to, regulación. inspecc ión, aseguramien­
to, comprobación, liquidac ión y recau­
daciÓn del impuesto devengado ... "; esto 
es, que su finalidad sea alguna dc las 
señaladas y no la menl int errupción dc 
la prescripción. 

Finalmente, el arto 67 L.G.T. señala 
que la presc ripción se aplicará de ofi ­
cio. sin necesidad de que la invoque o 
excepcione el sujeto pasivo. 

La prescnpclOn gamloa por uno oe lOS 

obli gados aprovecha a todos ellos por 
igual, y la interrupción que peJjudica a 
uno pc~ udica a todos los obligados al 
pago por igual. excepto en las obligacio­
nes mancomunadas en cuyo caso, t:Q1l­

fonue al art . 1137 CC., se presume la 
existenc ia de tantas obligaciones como 
dcudorcs. Así pucs, cuando los obliga­
dos al pago son mancolllumldos, no se 
interrumpe el plazo para los dcmás. Y 
cuando un mismo obli gado al pago lo 
fuera por variaí> deudas tributarias, la in­
terrupción de la prescri pción por acción 
adrnini lS tr<l ti va w lamCJI te afectará al que 

se haya exigido. pero continuará contan­
do el plazo de prescripción para las de­
mis (an. 62 RGR) 

4. OBLIGACIÓN MORAL Y 
DE UDA TRIBUTARIA 
PRESCRITA 

¿Qué ocurriría si un contribuyente se 
encuentra amparado por el derecho, para 
no pagar mla deuda tribUlaria? 

Nos encontramos con el institulo de 
la prescripción el cual no pcnnite a la 
Adminislración ejercitar la acción ad­
ministra ti va para exigi r el pago de las 
deu da~ tributarias. 

Por consiguiente un contribuyente 
por el mero transcu rso de ulla unidad 
¡emporal, se encuen tm cn una posición 
¡otalmente opuesta a su situación ante­
rior: Pasamos de deber un montante eco­
Ilómico determinado el dfa (x)_ a no 
deberlo el día (H I). 

Ahora bien, ¿se extingue la obliga­
ción moral de pago. al ext inguirse la 
obligación jurídica?¿ Esta sometida a 
límite temporal la obligación mora]? 

La obligac ión moral y la obligm;ión 
jurídica son independientC5 en su exis­
tenc ia; aunque, indud ablement e, hay 
interdependencia entre ellas. 

Que se exti nga la obligación jurídi­
ca no implica que en todo caso se extin· 
ga la obligación mora l de pago. 

Nos debemos plantear en primer lu­
gar si existe obligación moral de pagar 
impucstos; al respecto hede afi mlarque 
sí. ya que el fu ndamenlo del sistema 
impositi vo actual. es la solidarid,ld, va­
lor el cual es común al sistema jurídico 
como a la naturaleza moral. 

Es claro que moralmente se ha de ser 
solidario, se podría hablar de una obli­
gacióll natural que ha sido reconocida 
par el derecho. Si el impucstoC5 justo y 
está justamente aplicado las leyes li s­
cales producen obligatoriedad moral. 



Sin embargo la fo nna de articu lar 
esta obligación de solidaridad, puede 
que no 5ea coincidente en el ámbito ju­
rídico y en el nmbito moral, de tal for­
IIUI (Iue nos podemos encontrar con la 
situación de haberse extinguido la obli­
gación jurídica, pero considerar que 
moral mente debemos tal prestación. 
Ll egados a este punto podemos obser­
var cómo en este caso expuesto. de só lo 
existencia de obligación moral. la per­
sona que quiera satisfacerla va a ser li­
bre de entender la solidaridad según su 
mejor saber y entender, y no según las 
directrices legales. 

De este modo ante tal circunstancia, 
no se estaría obligado a pagar los im­
puestos striclo sell.m, pero sí ex istiría la 
obligac ión moral de que esa "dcud,t" 
con la ~ociedad no satisfecha. repercuta 
en el bien social de la maneraquenues­
tro contribuyente desee (obras de cari­
dad, sociales cu lturales, re ligios..'l..~ ... ). 

Hemos de deslindar de esta manera 
el derecho y la moral, a pesar de su con­
fl uencia en el arto 1255 ce, y al mismo 
tiempo n:conocer en el ser humano la 
existencia de diversos sistemas indepen­
dientes, aunque conexos, los cuales de­
ben analizar el actuar humano. 

S.RELACIÓN ENTREDEU· 
DA TRIBUTARIA Y EL 
CORRESPECTIVO BE· 
NEFICIO 

Si bien la solidaridad y la colabora­
ción SOll la fundamenlaeión del actual 
sistema impositivo español, también es 
cieno que tiene que haber un principio 
de equivalencia entre lo que se recibe y 
lo que se contribuye. 

El Papa Pío XII afim1ó que el ESla­
do debe demostrar que el sacrificio im­
positivo corrcsJxmdc a U1l servicio leal 
)' que se obtienen frutos. 

Por su parte Juan Pablo n en un dis­
curso a los asesores fiscales señala Itt 
importancia de la equidad en los impues­
tos y prestaciones . Asimismo resalla el 

equ ilibriO que es deseable entre dere­
chos y deberes, nac iendo los deberes de 

la solidaridad debida [anto con las ge­
neraciones prcsen t~ COtllO con las fu­
turas. Los derec hos consistirían. grosso 
mOilo. en el bene.fic io que se obtiene de 
la puesta en común de los bienes objeto 
de recal tdaci6n tributaria. 

Relación muy estrecha con el le ma 
que aborft nos ocupa, c::. el dcl fin del 
tribulO . Al respecto hay que decir que 
un sistema fi scal pierde legitimidad 
cuando los fines a que se asigna lo re­
caudado no son conforlll c.~ a los fi nes 
éticos. Si parte de los recursos van de:.:­
ti nados a actividades que de suyo son 
ilícitas el tributo pierd e- sentido. Consi­
derar como exi mentes éti cos para el 
pago de impuestos entre otros que una 
parte de la rccB udlteión se destine a Ii· 
nes ilícitos, que falte equ idad en el re­
parto de los fondos rc<:au dados, que no 
se respeten los derec hos de las perso­
nas, familias o empresas ya que el nn 
de los impue"to.'\ e'\ el bien común. 

En determinadas naciones, como 
España. ~ c sobrcdi mcnsionall los im­
puestos prev iendo I¡t repercusión del 
fraude. Esta Siw;lción da lugar a la si­
guiente pregun ta: ¿ Seria líci to dejar de 
pagar el po rcentaje medio que defrauda 
la gente. ya que si se paga ímegramente 
la dcuda lributaria no coincide la de uda 
tribut¡¡ria y el currespect ivo benelic iú 
individual? E.st:"í claro quc el que defrau· 
da recibe parte que no le pertenece, dan­
do lugar a un desequili brio redistribmi vo 
difícilmente corregible. Sm embargo no 
se puede concluir que sea moralmente 
posible dejar de pagar dicha media de 
defralldat:ión. ya que se agravaría el 
desequ ili brio al 110 haber una coordina­
ción supraindividual. 

Otra eximente moral para el no pago 
de parte de la deuda [ributaria sería el 
despilfarro administrativo. 

Quizá donde más es trecha sea la re­
lación ingreso-gasto público por el con­
trol qlle se ejerce sobre este último sea 
en Estados Unidos. Los ciudadanos 
americanos prestan extraordi naria im- 15 
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portaoci <l a la relación entre lo que se 
recauda y para qué se recauda. Aun 
cuando en la relación ingreso-gasto se 
razona sobre otras cUCíi tiones como el 
Hmite de la capacidad de pago. el razo­
namiento, fina lmente. se hac\! girar en 
tomo a la razón por 13 que se pagan los 
impuestos. asumiendo el hecho de que 
los contri buyentes deben de trabajar 
para mantene,r los gastos del gobierno. 

En general cada impuesto municipal 
suele estar relacionado COll ll n servicio 
local específico; esto es lo que sucede 
con el Lmpucsto sobre la Propiedad. 
cuya recaudac ión es la fuente principal 
para la financiación de los ccntros es­
colares públicos. 

Existe una preocupación constantede 
acercar al ciudadano el conocimiento de 
por qué y para qué paga sus impuestos. 

Todo lo dicho debe ser puesto en re­
lación directa al ejercicio de la demo­
cracia que es propia de cste país. En este 
sentido puede afirmarse que resulta fun· 
damenta! la opinión de los ciudadanos 
sobre cada uno de los impuestos. La 
sociedad americana de hoy exige un 
control mayor del gasto y sobre lodo un 
conocimiento y control sobre la relación 
existente entre lo que se paga y lo que 
se recibe a cambio. L"l aplicación prác· 
tica de esta aflrnlaciólltiene dos vert ien­
tes: una directa a través de las urnas, 
donde el ciudadano decide de cucstio· 
nes impositivas, tajes como Jímites a la 
cu antía de los impuc.~tos, J¡¡ aprobación 
o no de nuevos impuestos o el incremen­
to de los existentes, ctc ... Y otra a tra­
vés de !¡¡ consulta que la propia admi­
nistración dirige a los ciudadanos. 


